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			«Por encima de todo, el estancamiento interactúa con la desigualdad. La tendencia a la concentración del ingreso y de la riqueza limita la expansión del mercado interno y la desigualdad fomenta el crimen y la violencia, todo lo cual reduce el crecimiento. A su vez, el bajo crecimiento fomenta la desigualdad».

			Jaime Ros,  ¿Cómo salir de la trampa de lento crecimiento y  alta desigualdad? (2015)

			«El drama mayor de nuestra democracia germinal es que ha coincidido con un largo periodo de estancamiento económico y su estela de calamidades sociales».

			José Woldenberg,  Cartas a una joven desencantada con la democracia (2018)

		

	
		
		
			Introducción

			Este texto es un recorrido por la historia reciente de México en el plano político, económico y social para entender los aciertos, pero también los errores y las omisiones que nos han apartado de la senda de la democracia y el desarrollo. 

			El libro presta atención a tres grandes procesos de cambio que ha vivido México: el de su sistema político, el de su economía y el de su profunda transición demográfica. Política, economía y población imbricadas y mutuamente determinadas. Es, entonces, un ensayo desde la perspectiva de las ciencias sociales en México que busca, sobre todo, responder a preguntas y ofrecer evidencia verificable de las transformaciones sustantivas de la vida política y económica del país, siempre teniendo como referencia a sus habitantes y condiciones de vida. Solo aprendiendo de la historia se puede corregir el rumbo del presente y otear un futuro más promisorio. Necesitamos análisis históricos profundos del pasado reciente; este libro es una contribución a ese propósito académico, sí, pero también intelectual y político.

			México vive una delicada situación que arriesga su futuro democrático, que es lo mismo que decir que compromete el tipo de Estado y de nación que será. Por ello, es necesario valorar lo que ha ocurrido en este siglo, documentar la rica vida democrática de la que la ciudadanía ha sido partícipe fundamental, y saber lo que se está empezando a perder y lo que merece la pena  defender y conservar en el plano político. Porque extraviar las conquistas democráticas, el ejercicio de libertades y derechos políticos, en modo alguno significará estar más cerca de objetivos como la prosperidad material de las mayorías, la equidad social, el acceso a la justicia y la reducción de la inseguridad que, día a día, acecha la existencia de millones y millones de personas a lo largo y ancho del territorio. Es falso que exista una disyuntiva entre libertad política y equidad social, o que la una limite a la otra. El mayor reto de las generaciones actuales de mexicanos es saber combinar la búsqueda y preservación de la democracia y, a la vez, de una sociedad más cohesionada, menos desigual y más justa en el terreno socioeconómico.

			En el mundo y en América Latina proliferan opciones políticas de corte autoritario. México no debería tener, como opción al populismo actual, otro desde la extrema derecha, sino reencontrar una senda democrática que tenga también una amplia vocación de equidad y de reconstrucción del tejido social.

			El libro se estructura en tres grandes bloques: la primera parte ofrece una visión panorámica con los claroscuros de los primeros 25 años del siglo en México; la segunda parte profundiza en el análisis del sistema político, sus transformaciones y debilidades; por último, la tercera parte se dedica al desempeño de la economía, así como sus resultados sobre la población y su bienestar.

			El panorama introductorio, abordado en la primera parte, muestra al lector los activos y avances, tanto en el terreno económico, como en el político y el social para, enseguida, subrayar las insuficiencias acumuladas y persistentes a lo largo de gobiernos de tres partidos políticos distintos (Acción Nacional, Revolucionario Institucional y Morena) que comprometen las posibilidades de un futuro deseable para la nación.

			La segunda parte del libro, que profundiza en la vida política, tiene dos propósitos básicos. En primer lugar, documentar la intensa vida democrática que México experimentó durante las primeras dos décadas y media del siglo xxi; y en segundo lugar, explicar y problematizar la creciente fragilidad de la democracia mexicana.

			Para ello, se presentará evidencia de las votaciones al Congreso de la Unión y su conformación por ser el espacio donde se expresa el pluralismo, para pasar revista después a las elecciones a la presidencia y, enseguida, ofrecer un panorama de la vida política a nivel local, con el análisis de dos centenas de elecciones a gubernaturas. Se busca explicar y mostrar, con evidencia empírica, que el componente electoral de la vida política mexicana ha funcionado bien —salvo en no permitir una fiel traducción de los votos populares en la conformación del Congreso— y cumple con su finalidad fundamental, por lo que, en lo sustantivo, no están ahí las raíces del déficit democrático del país —a pesar de la inveterada obsesión por realizar reformas electorales, distrayendo energía y atención de otros asuntos de la vida del país donde los avances son más escasos o nulos—. Se ofrece, además, una revisión crítica de las iniciativas de reforma política impulsadas por los últimos cuatro presidentes de México, que en buena medida son reactivas al pluralismo; en contraposición, se presenta una propuesta minimalista para fortalecer la representación de la pluralidad política real de la sociedad —si bien mi convicción es que la gran reforma política sería aquella que le diera a México un régimen parlamentario.

			En la sección final de la parte sobre la vida política, en contraste con los indicadores de competitividad del sistema electoral mexicano, se exponen elementos para documentar la fragilidad de la democracia mexicana y la erosión de su base de apoyo entre la ciudadanía. Esta paradoja de la coexistencia de un sistema electoral competitivo con una democracia que, en términos generales, muestra síntomas de retroceso, es la antesala para la revisión, en el siguiente apartado de este libro, de las insuficiencias en materia de bienestar que los gobiernos de la democracia mexicana han producido.

			La tercera y última parte se avoca al análisis de la dinámica de la economía y la población. Se hace una revisión de los hechos centrales de la economía mexicana: el desempeño de su producto interno bruto, del producto por habitante y de los indicadores macroeconómicos nominales más socorridos: la suerte de la inflación, del déficit y de la deuda públicos, del tipo de cambio y de los tipos de interés. Una vez revisadas estas variables, se presenta una perspectiva crítica tanto de la política fiscal como de la monetaria, y se señala que, con frecuencia, confundieron instrumentos con fines y lastimaron la capacidad de crecimiento y desarrollo del país.

			Enseguida se ofrece el mirador de la dinámica demográfica, de la caída en las tasas de fecundidad y del declive de las tasas de dependencia poblacional que dieron lugar al bono demográfico, y se analiza de qué manera este ha sido o no aprovechado. Para eso, se revisan datos del mercado de trabajo, de la expansión de la fuerza laboral, de las condiciones del empleo en México, de los niveles de informalidad, de la emigración internacional, de la pobreza laboral, y de la exclusión de los trabajadores de las prestaciones que, de acuerdo con la Constitución y las leyes, les deben corresponder. Además, se revisa qué ha pasado con la desigualdad y con la pobreza, para cerrar con una breve reflexión sobre la ausencia de oportunidades para las generaciones jóvenes del país que no solo implican la peor cara del desperdicio del bono demográfico, sino una ausencia de responsabilidad por parte del Estado mexicano de darles un horizonte de seguridad básica, tanto en lo económico como en lo público. A lo largo del texto, además de una perspectiva crítica, se ofrecen alternativas para construir una nueva senda que combine las libertades y los derechos propios de la democracia con mejorías en la calidad de vida y la cohesión social de la población de México en el presente siglo. El autoritarismo y el estancamiento económico no son fatalidades para nuestro país, sino construcciones humanas que deben y pueden ser revertidas en la búsqueda de un horizonte donde coexistan democracia y bienestar.

		

	
		
		
			Primera parte

			México en el siglo XXI:  de las grandes expectativas a las crisis

		

	
		
			







			México comenzó el siglo xxi con la constatación de su novedad democrática, una economía abierta que se insertaba con éxito en los mercados internacionales y una oportunidad de desarrollo única que le dio su estructura poblacional, pues tenía a dos de cada tres personas en edad de producir riqueza. Soplaba un viento favorable para la nación y las expectativas del futuro político, económico y social eran altas.

			Un cuarto de siglo después, el panorama es muy distinto, oscuro e, incluso, ominoso. 

			La dilatada construcción de una democracia constitucional fue revertida hacia un régimen de tipo autoritario y con una concentración de poder sin contrapesos; la economía prolongó su largo estancamiento sin abatir la pobreza ni la desigualdad; y el bono demográfico se desperdició a tal grado que las nuevas generaciones de mexicanos, en su mayoría, viven en la precariedad laboral y la exclusión educativa, y bajo la amenaza de la violencia criminal.

			México ha visto retroceder su avance político al punto en que ya no prevalece un sistema constitucional democrático. La economía encara el riesgo de una nueva y prolongada crisis, agudizada por las amenazas proteccionistas y neocolonialistas de la segunda administración de Donald Trump en Estados Unidos, aunque la recesión del crecimiento mexicano había empezado desde antes. La incapacidad de generar bienestar, empleo de calidad, de superar la pobreza y de robustecer la equidad no es culpa de agentes externos: es resultado de acciones y omisiones propias. 

			Nuestro país vive una profunda crisis de inseguridad y violencia, de captura de vastas zonas del territorio por parte del crimen organizado, el cual suma a decenas de miles de jóvenes a sus filas y también, con impunidad y crueldad, los sacrifica. 

			Es hora de hacer un corte de caja, de ir más allá de una coyuntura específica para indagar qué pasó con el sistema político y con el manejo de la economía que llevó al país a desembocar en este triple desarreglo nacional: el resurgimiento autoritario, la incapacidad de crecer y procurar bienestar, y la violencia y anomia social.

			Es preciso escapar del maniqueísmo, de la idea de que todo lo realizado ha estado o estuvo mal; y en el otro extremo, de la celebración autocomplaciente y acrítica de lo hecho por uno u otro de los gobiernos que México ha tenido a lo largo del siglo. Al contrario, es necesario documentar dónde están o estuvieron los avances políticos, económicos y sociales, para luego atender los errores y las múltiples insuficiencias. Revisar la historia cercana, aportar cifras y datos, y demostrar hechos, es inescapable para entender el presente y delinear escenarios futuros. Renunciar al conocimiento histórico en ciencias sociales es equivalente a despreciar la práctica de laboratorio y la observación en las ciencias exactas, es decir, un despropósito. Veamos, de frente y sin subterfugios, el pasado inmediato. Empecemos por los activos, por los aciertos en política, economía y cuestiones sociales, en ese orden, para luego revisar los pasivos en esa misma secuencia. 

			I. La llegada a la democracia y la reproducción  del pluralismo

			Unos años antes del nuevo milenio, en 1996, México se dio reglas e instituciones electorales para asegurar el pleno respeto al voto en elecciones limpias, competitivas y equitativas. Fue el fruto de años de lucha y movilizaciones sociales, y del amplio consenso entre las principales corrientes políticas del país. Así, el viejo anhelo del sufragio efectivo se hizo realidad.

			Las elecciones dejaron de ser un ritual con ganadores y perdedores predeterminados, y se volvieron auténticas disputas democráticas donde la única y última palabra la tuvo la ciudadanía. Pasamos de un modelo donde no había certeza en el procedimiento, pero se conocía de antemano quién iba a ganar, a otro donde se dio certidumbre en los procedimientos e incertidumbre en el resultado. Se concretó la única incertidumbre legítima en democracia: el libre veredicto ciudadano en las urnas.

			Con elecciones en condiciones de equidad y respeto al voto, en 1997, el Partido Revolucionario Institucional (pri), había perdido, al fin, la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados. Fue el primer gran paso político para desmontar al viejo presidencialismo mexicano. Con su voto, la ciudadanía obligó al presidente y a su partido a negociar cada ley e iniciativa con las oposiciones. El presidente dejó de mandar sobre el Congreso. Se concretó también la división de poderes, que llevaba ochenta años escrita en la Constitución de 1917.

			En la primera cita electoral federal del siglo xxi, en el año 2000, tras setenta años ininterrumpidos de gobiernos del pri, el voto popular determinó la alternancia en la presidencia de la República. La transición de gobierno fue pacífica, cívica, institucional. El partido que se reclamó heredero de la Revolución mexicana abandonó el poder por el veredicto de las urnas y se volvió una fuerza política más. Se había desmontado el partido hegemónico.

			En esas mismas elecciones federales, el Partido Acción Nacional (pan) llegó al gobierno. Sin embargo, no se hizo con la mayoría de la Cámara de Diputados ni con la del Senado. Ambas cámaras del Congreso de la Unión se volvieron espacios del pluralismo, donde era necesario el diálogo, la negociación y el acuerdo. La imposición de una fuerza política sobre las demás era imposible. El ejercicio del poder se volvió compartido. La lógica autoritaria de «uno manda y los demás obedecen» quedaba, para bien, en el pasado.

			Las novedades democráticas no se limitaron al ámbito federal; es más, las alternancias habían iniciado antes en las entidades: desde 1989, el pan había conquistado su primera gubernatura, en Baja California, y la izquierda, agrupada en el Partido de la Revolución Democrática (prd), había hecho lo propio al triunfar en la primera elección a la jefatura de Gobierno del Distrito Federal en 1997. Los gobernadores dejaron de llegar a su puesto por una concesión de la presidencia para deber su cargo al electorado de sus demarcaciones. Había echado a andar así, por voluntad ciudadana, el federalismo que, durante décadas, permaneció asfixiado por el centralismo.

			El mapa político de México se volvió multicolor. Ya no era el partido del gobierno, sino diversos partidos gobernando distintas entidades y en diferentes municipios. El presidente de un partido convivía con gobernadores de dos o tres partidos diferentes, y esos gobernadores coexistían con alcaldes surgidos de siglas políticas muy distintas. Ese sistema político diverso no era sino la expresión de una sociedad plural, que no se reconocía nada más en un partido o alternativa; el pluralismo social real se volvió diversidad política formal. 

			Como el presidente ya no tenía el control del Congreso ni de los gobernadores, y estos tampoco controlaban a los presidentes municipales, se había terminado también con la institución del presidencialismo metaconstitucional como árbitro supremo de las disputas políticas. El presidente era un actor principalísimo, pero no era más el juez ni el poseedor de la palabra final.

			El Poder Judicial de la Federación adquirió, entonces, el papel que le correspondía. Las controversias entre el presidente y el Congreso, y entre las entidades federativas y el Ejecutivo, fueron resueltas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Así entró en operación otro componente fundamental de la división de poderes: el control constitucional sobre los actos del poder y la independencia del Poder Judicial frente al político.

			La agenda de la democratización —impulsada por iniciativas surgidas de la sociedad civil— se movió del foco electoral a otros temas relevantes, como los derechos humanos, la transparencia y la rendición de cuentas, los derechos de las audiencias de los medios de comunicación o la competencia económica. Ello dio pie a que se crearan, otra vez con el consenso de todas las fuerzas políticas, órganos autónomos para garantizar derechos fundamentales, ajenos al ámbito de decisión del Ejecutivo. Fue una forma de evitar la discrecionalidad presidencial sobre la garantía de derechos básicos y, a la vez, de promover la profesionalización de las instituciones.

			La ciudadanía, al ejercer su voto, no se conformó con una alternancia. Después de darle dos oportunidades al pan, en 2012 el electorado echó a ese partido de la presidencia y votó, de nuevo, por el pri. Así es la democracia: ningún triunfo es para siempre. 

			El pluralismo siguió expresándose con contundencia en las elecciones al Congreso: nunca, desde el siglo pasado hasta 2024, un solo partido ha obtenido el 50% o más de los votos a la Cámara de Diputados o al Senado. Las votaciones al parlamento demuestran que no existe un partido mayoritario: México es un país de muchas minorías.

			Los partidos que protagonizaron la democratización (pri, pan y prd) no estaban solos. Surgieron otras opciones, muchas de ellas efímeras, y otras que lograron refrendar su registro en las urnas. Esa apertura política permitió, por ejemplo, el nacimiento del partido Morena en 2014. Así, el sistema de partidos permaneció abierto, no fue un club cerrado solo para sus socios fundadores.

			En las entidades y los municipios se vivía una era intensa de alternancias políticas. Entre 1989 y 2024 se celebraron 203 elecciones a gubernaturas. De ellas, las candidaturas de oposición triunfaron en 78 ocasiones. Es decir, en cuatro de cada diez votaciones se produjo una alternancia. En 31 de las 32 entidades se ha vivido el cambio de gobierno local. Pero si se consideran las 63 elecciones a gubernatura realizadas en los últimos 10 años, las oposiciones ganaron 42 de ellas, es decir, dos de cada tres. Ello expresa que existe el doble de posibilidades de que, en una elección local, el partido gobernante pierda. La ciudadanía es experta en usar su voto de castigo.

			Los tres primeros presidentes de este siglo (2000-2018) convivieron con un Congreso donde no tuvieron mayoría en ninguna de las Cámaras. Fue la época de gobiernos divididos que, sin embargo, no impidió el acuerdo para pactar leyes y presupuestos, e incluso para reformar la Constitución. Pero estas reformas fueron, siempre, fruto del consenso democrático y no de una imposición unilateral.

			El sistema electoral mexicano dio garantías a todos los competidores. La máxima que dice que, en la democracia, las minorías tienen el derecho a convertirse en mayorías, se acreditó con claridad. 

			En 2018, el joven partido Morena llegó al poder por veredicto de las urnas. En menos de veinte años se habían producido tres alternancias en la presidencia del país, y fuerzas de todo el espectro político habían llegado al gobierno.

			La vida democrática de México —fruto del respeto al voto y, sobre todo, de la expresión de una ciudadanía plural y participativa—, se constató una y otra vez en las primeras dos décadas del siglo xxi.

			La democracia no ha sido el estado natural de nuestra república. En dos siglos de existencia como nación independiente —entre 1821 y 2025—, apenas durante poco más de dos décadas —entre 1997 y 2018—, el país logró darse un método plenamente democrático para renovar sus poderes. La democracia fue una construcción lenta, esquiva. Sin embargo, se convirtió en una realidad. México fue una democracia política plena en las dos primeras décadas de la centuria en curso. No fue un regalo desde el poder, ni una aparición. Fue el resultado de luchas, acuerdos y procesos políticos donde participaron miles de actores y millones de ciudadanos.

			Sin embargo, todos los avances significativos de la democratización están en serio peligro.

			II. Una economía abierta y en equilibrio

			El nuevo milenio inició con un amplio consenso internacional en favor del libre comercio, y México fue una de las naciones protagonistas de la inserción económica en la zona de integración regional donde se ubica la principal potencia del orbe: América del Norte.

			
			Entre 2000 y 2022, las exportaciones mexicanas crecieron un 142%, muy por encima del desempeño exportador de Estados Unidos (72%) y de Canadá (19%). La tasa media de crecimiento anual de las ventas de productos mexicanos al exterior fue de 4.1%. Ello habla de una economía que se abrió al mundo, que sobre todo ofreció productos industriales, y que ganó presencia en el comercio internacional. Hay industrias de alto valor agregado, como la automotriz, donde nuestro país es protagonista global. El éxito exportador de México es innegable.

			La economía mexicana también fue muy exitosa como destino de la inversión extranjera directa (ied). Mientras en el año 2000 se recibieron 18 mil millones de dólares de ied, para 2022 la suma llegó a 39 mil millones, un crecimiento del 112%. La captación de inversión extranjera en México aumentó a una velocidad mucho mayor que la que vivieron Estados Unidos y Canadá, e incluso la del promedio de los países que conforman la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde).

			En el plano interno, México logró deshacerse de los enormes desequilibrios macroeconómicos que habían lastrado su desempeño en el pasado. En todo este siglo, por ejemplo, la inflación no ha llegado a los dos dígitos. Durante la década de 1980, sin embargo, fue mayor a 150% en un solo año. La estabilidad de precios es una constante del panorama económico de México; la hiperinflación se ha desterrado del escenario. El banco central ha jugado un papel determinante.

			La moneda nacional, el peso, no ha sufrido drásticas devaluaciones. El valor del peso al cumplirse el primer cuarto del siglo xxi es muy similar al que tenía al inicio. Incluso, hemos tenido periodos de importante apreciación del tipo de cambio frente a otras divisas. Lejos están las devaluaciones del 90%, como la que se tuvo en la crisis de 1994. La moneda se mantiene estable. Los escenarios de pánico y corridas contra el peso dieron paso a la confianza.

			En materia de tipos de interés, las últimas dos décadas han estado por debajo de los dos dígitos, lo que contrasta con las tasas de interés del 70% para atraer capitales durante la crisis de la década de 1990. 

			Una carta de presentación del manejo responsable de la economía mexicana ante las calificadoras internacionales es la equilibrada situación de las finanzas públicas. Entre 2000 y 2023, el déficit público fue de 1.7% en promedio, muy por debajo de los déficits que suelen mostrar las economías desarrolladas. Lo mismo pasa con la deuda pública: ronda el 50% del pib cuando en Estados Unidos, por ejemplo, es de más del 135%, y en el promedio de la ocde supera el 120%. La disciplina fiscal es una característica indudable de la conducción de la economía mexicana.

			Ahí los aciertos: una economía abierta al mundo y con amplia inserción en los mercados internacionales, equilibrada en sus precios internos y en su tipo de cambio, y responsable en sus finanzas públicas. Pero, también, una economía de pobre crecimiento.

			III. Una población joven, productiva y más educada

			El bono demográfico constituye una de las grandes oportunidades estructurales para el desarrollo de México y el bienestar de su gente. Al iniciar el siglo, en el año 2000, había 58 millones de personas en edad productiva, es decir, que tenían entre 15 y 64 años; esto representaba el 60% del total de la población. Para la segunda década del siglo, la población en esa franja de edad se había extendido hasta los 84 millones de personas, esto es, ya eran el 66%, o dos de cada tres habitantes.

			A la par, disminuyó el peso de la población en edad de dependencia: la de 14 años o menos y la de 65 años o más. Esto implica que la demografía le dio un gran obsequio a la economía: en tanto se reducía el aumento en el número de bocas que alimentar, crecía rápidamente el número de manos dispuestas a trabajar y producir riqueza.

			
			Mientras que la población total aumentó entre 2000 y 2023 en 33%, la población en edad laboral lo hizo en 49%. Pero no solo es que hubiera más gente en edad de trabajar, también hubo más dispuesta a sumarse a la actividad productiva: la población económicamente activa se extendió en 55% en esos años.

			La cuantía del bono demográfico, esto es, la expansión de los habitantes en edad laboral por el cambio en la estructura de la población se estima en 10.7 millones de personas adicionales. Una buena nueva para la estructura productiva.

			Pero no solo fue un importante incremento cuantitativo, sino también cualitativo, ya que la escolaridad de los trabajadores mejoró. Mientras que, en 2005, el 44% de los trabajadores tenía primaria completa o menos y solo 24% había cursado estudios de educación media superior o superior, para 2023 los que tenían primaria completa o menos eran 22% y los que contaban con estudios medios superiores o superiores eran 44%. La dotación de capital humano en México mejoró significativamente.

			Pero el bono demográfico tiene fecha de caducidad y le seguirá el rápido envejecimiento de la población a partir de 2030.

			Es momento de revisar los pasivos, los faltantes y los errores en los campos de la política y la economía, así como sus efectos en la calidad de vida de la gente.

			IV. Un sistema político autorreferencial, desentendido de la cuestión social

			La vertiginosa vida política de México, con fenómenos de alternancia, gobiernos divididos, votos de castigo, partidos emergentes y múltiples alternancias no dio lugar a que el aprecio por la democracia echara raíces profundas en la sociedad.

			El respaldo social a la democracia fue mayoritario, pero tendió a declinar. De acuerdo con datos de la encuesta Latinobarómetro, que se levanta en América Latina de forma ininterrumpida desde hace tres décadas, el número de mexicanos que prefiere la democracia por encima de cualquier otra forma de gobierno ha disminuido en lo que va del siglo. A la vez, el porcentaje de quienes consideran que, en algunas circunstancias, sería mejor un gobierno autoritario que uno democrático, ha aumentado.

			En especial, ha caído el aprecio hacia los partidos políticos y los legisladores, instrumentos indispensables de un sistema democrático. Pero la desconfianza no se reduce solo a esos actores. Cuando se pregunta por la policía, el Poder Judicial o los sindicatos, el rechazo es abrumador. Los ciudadanos no confían tampoco en los demás: dos de cada tres mexicanos sienten desconfianza de otros conciudadanos.

			Preocupación particular causa el hecho de que, en los últimos veinte años, el número de mexicanos que afirmaban que bajo ninguna circunstancia apoyarían a un gobierno militar ha decaído: de 60.5% en 2004, a 52% en 2023. En consecuencia, la disposición a apoyar gobiernos castrenses creció de 15.7 a 41.7 por ciento. 

			No basta con tener elecciones limpias para generar base social suficiente y sostenible para la democracia.

			El descontento con la democracia tiene un nutriente material: la gente no está satisfecha con su situación económica; tres de cada cuatro habitantes de México expresan su insatisfacción con la economía. Lo anterior evidencia una democracia con pobres resultados y baja calidad, más allá de los buenos indicadores de competitividad electoral.

			México ha sido gobernado por tres fuerzas políticas distintas durante el primer cuarto del siglo xxi. Los partidos políticos, en plural, habitaron el Congreso de la Unión, donde se toman decisiones fundamentales para la marcha del país, como aquellas referidas a los ingresos y gastos de la federación, de los que depende la capacidad del Estado mexicano para proveer bienes y servicios públicos y garantizar los derechos consagrados en la Constitución.

			Las profundas transformaciones del sistema político hicieron que el poder fuera compartido, pero no compartieron un sentido profundo de responsabilidad de Estado. Así, por ejemplo, la recaudación fiscal de los gobiernos de la democracia se mantuvo tan exigua como en los gobiernos autoritarios del siglo pasado. La legitimidad democrática no se volvió legitimidad para la recaudación fiscal. 

			Actores políticos de todos los colores rehusaron impulsar una profunda reforma fiscal, recaudatoria y redistributiva, y rehuyeron los costos políticos de esa decisión. Hubo una suerte de consenso en la irresponsabilidad: el gasto público se acordaba entre distintas fuerzas, pero todos eludieron nutrir las finanzas públicas de forma sostenible. Para ello acudieron al uso de los excedentes petroleros como si no fueran un recurso finito.

			Se acordaron múltiples reformas, casi todas encomiables en sus propósitos, que ampliaban derechos: se extendió la escolaridad obligatoria; se anunció el acceso a la salud como derecho universal; se dio derecho al acceso a agua limpia, a la alimentación saludable y al medio ambiente sano; pero jamás se hizo el correspondiente ejercicio de calcular los recursos que era necesario incrementar para las arcas públicas, a efecto de que esas reformas no fueran una suerte de mera demagogia parlamentaria.

			Ha habido decenas de gobernadores del pri, pan, prd, Morena, Partido Verde, Movimiento Ciudadano y otros más, pero es difícil distinguir la obra de gobierno de unos y otros. De todas esas siglas emanaron diferentes gobernadores que incurrieron en actos de corrupción desbordada, con frecuencia obscena y cínica. Los partidos cruzaron acusaciones, pero siempre defendieron a los suyos. Dieron una amplia lección anticívica: solo importan la corrupción y el enriquecimiento ilícito si los cometen los adversarios políticos.

			Las rigurosas mediciones de la pobreza demostraban, una y otra vez, la más lamentable característica de la realidad mexicana: la exclusión, la marginación y la desigualdad que cruzan toda la vida y los ámbitos del país. Pero los beneficiarios directos de la democratización —los cargos políticos electos—, instalados en la autocomplacencia, no colocaron en el centro de sus prioridades el combate frontal a la desigualdad con los únicos instrumentos exitosos de los que disponen las naciones para ello: el crecimiento económico, la progresividad tributaria, y un gasto público que genere bienes y servicios públicos de buena calidad. No se entendió que, sin resultados tangibles, la democracia pierde base y apoyo social.

			La democracia mexicana siempre padeció de precaria salud. Tuvo el mal hábito de no combatir las afecciones sociales más graves del país: la desigualdad y la pobreza masiva. La cuestión social no estuvo en el centro de la agenda democrática. Encima, la atacaría una infección de violencia delincuencial.

			Pese a la persistencia de profundas carencias materiales de franjas enormes de la población y de la muy asimétrica distribución del ingreso, la cuestión social no fue colocada como la prioridad inequívoca de los gobiernos y las legislaturas emanadas de los comicios limpios. Se ignoraron las advertencias que, desde inicio del siglo, hizo el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) en su temprano informe, La democracia en América Latina (2004), cuando subrayó que los avances políticos en la región estaban en tensión con la persistencia de altas tasas de pobreza y desigualdad, por lo que alertó que la insatisfacción en la democracia podía volverse insatisfacción con la democracia.

			Permitieron, así, que el desencanto se extendiera y que se dieran las bases para que cundiera una enfermedad común de las democracias contemporáneas: el populismo autoritario a través del cual líderes electos democráticamente deciden cometer el «democidio», es decir, el asesinato del sistema democrático.

			V. Política económica: la equidad como un residuo,  no como objetivo central

			
			Los buenos datos de inserción internacional y de equilibrios macroeconómicos de México contrastan con su penoso nivel de crecimiento a lo largo del siglo. El ritmo de crecimiento económico en estos años ronda el 1.5% anual, apenas una cuarta parte del 6% que se logró durante el desarrollo estabilizador (que fue de la década de 1950 a inicios de la de 1970). Visto en términos del producto por persona, este avanzó nada más al 0.29% anual en los años recientes, lo que equivale a menos de un tercio de punto porcentual cada año. Si en la década de 1970, México duplicaba su pib por persona cada veinte años, al ritmo registrado en el presente siglo, tardaríamos doscientos cincuenta años en generar el doble de riqueza por habitante.

			La mediocridad de la economía ha sido una constante de los  gobiernos surgidos de la democracia: con Vicente Fox, el crecimiento promedio fue de 1.9%; con Felipe Calderón, de 1.4%; con Enrique Peña Nieto, de 2%; y el peor fue Andrés Manuel López Obrador, con 0.9 por ciento.

			El bajo crecimiento generó que, en vez de convergencia económica con los países socios del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, se diera una divergencia. En el año 2000, el pib per cápita de México era el 37% del de Estados Unidos y el 46% del de Canadá; dos décadas después había caído al 30% respecto al del vecino del norte y a 41% frente a Canadá. El país pobre se rezagó más.

			Ha sido tan malo el desempeño de nuestra economía que al inicio de siglo el pib per cápita del país superaba en 59% al del promedio mundial; para 2022 solo era 10% más que el del orbe. 

			Mientras México era en el año 2000 el lugar 50 del mundo en pib por persona, dos décadas después había caído al lugar 72. En ese lapso más de veinte países rebasaron el pib per cápita de México, entre ellos Costa Rica, Chile, Panamá y Uruguay en América Latina, y en el resto del mundo Lituania, Malasia, Polonia, Rusia y Turquía, por ejemplo.

			En lo que va del siglo, también se estancó la mejoría en el índice de desarrollo humano (idh) del país. México forma parte de los países con idh alto, un grupo de naciones que vio mejorar su índice de desarrollo en 22%; pero nuestro país lo hizo a menos de la mitad: solo 10.2 por ciento

			Los equilibrios macroeconómicos con frecuencia se lograron a costa de castigar el crecimiento. Por ejemplo, el bajo nivel de déficit es resultado de restar el gasto de los ingresos públicos, pero México tiene un muy precario nivel de recaudación fiscal que, necesariamente, implica un volumen de gasto por demás restringido.

			Como a lo largo de los años de la democracia se renunció a una reforma fiscal importante para mejorar de manera significativa la recaudación —solo se dio un avance, limitado, en 2013, y pronto se desistió de seguir adelante—, el control del déficit fue sinónimo de gasto público pobre. Peor aún, significó castigar la inversión pública, es decir, restar nutrientes a la capacidad productiva de México que, en consecuencia, no despegó.

			Por ello puede hablarse de que la «salud» de las finanzas públicas se consiguió por la vía espuria: no incrementando la recaudación, el gasto y la inversión, sino a través de míseros niveles de inversión y gasto públicos para que se pudiera obtener el equilibrio. El resultado fue el mediocre crecimiento económico.

			La caída de la inversión pública se tradujo, además, en un paupérrimo nivel de formación bruta de capital, a pesar de que mejoró la contribución de la inversión privada. La retracción de la inversión pública hizo que resultara insuficiente el volumen de inversión privada. En suma, se obtuvieron finanzas públicas relativamente estables a costa de sacrificar el crecimiento y, con él, la creación de empleo y bienestar.

			Además, el hecho de que México recaude menos del 17% del pib de ingresos tributarios —la mitad que los países de la ocde—, y tenga un gasto público escaso hace que la intervención del Estado en la economía no tenga efectos redistributivos, como sí ocurre en otros países. La política fiscal que ha seguido México a lo largo del siglo reproduce y deja intacta la honda desigualdad social en el país. Es una política fiscal que favorece a los más acomodados y no beneficia a los más desfavorecidos.

			La política monetaria, por su parte, si bien consiguió eliminar episodios de inflación desbordada, puso énfasis en el incremento de las tasas de interés y en la apreciación del tipo de cambio para anclar los precios. Como el Banco de México tiene como mandato único mantener la capacidad adquisitiva de la moneda y no promover el crecimiento del empleo, como sí ocurre con la Reserva Federal en Estados Unidos, la prioridad del banco central mexicano fue siempre enfriar la economía. Un tipo de cambio real persistentemente sobrevaluado lastimó a los sectores más dinámicos tecnológicamente —los productores de bienes comerciables—, al tiempo que desestimuló la innovación productiva.

			Tanto la política fiscal como la monetaria adquirieron características procíclicas que indujeron el mal crecimiento de la economía durante todo este siglo.

			México tuvo una política económica nominal exitosa si se piensa que lo más importante son indicadores como la inflación, el déficit, la deuda, los precios y el tipo de cambio. Pero esas variables no hablan de las condiciones de vida de la población: desde este punto de vista, la política económica ha sido un fracaso, pues no logró generar crecimiento ni empleo digno, ni eliminar la pobreza ni reducir la profunda desigualdad. Fue una política económica para las minorías, y ese es un lujo que ninguna democracia debe darse a riesgo de herirse a sí misma.

			VI. Pobreza, desigualdad y marginación persistentes

			Los saldos sociales de la economía estancada están a la vista. La mayoría del empleo en el país sigue siendo informal, pues la expansión de la fuerza de trabajo, que además contó con más escolaridad que en el pasado, desbordó la capacidad de absorción por parte de la economía formal, así que más de la mitad de los trabajadores son informales; se trata de más de 32 millones de personas que carecen de las prestaciones que la Constitución y la ley señalan que deben tener.

			Además, cuatro de cada diez trabajadores se encuentran en una situación de pobreza laboral: el fruto de su trabajo no les permite cubrir el costo de una canasta básica para sostener a sus familias.

			Los salarios de los trabajadores en México siguen siendo muy bajos. El salario mínimo apenas representa una cuarta parte del salario medio cotizado al Instituto Mexicano del Seguro Social. Aunado a esto, la masa salarial total, es decir, los ingresos que reciben todos los trabajadores del país equivalen a algo más de una cuarta parte del pib de México, cuando ese porcentaje se sitúa arriba del 60% en los países de la ocde: la conclusión es que nuestro país tiene una mala distribución de la riqueza por la prevalencia de bajos salarios.

			Con empleo precario y de baja calidad, la vida del grueso de la población que se mantiene con el fruto de su trabajo diario será de baja calidad. Eso pasa en México y la democracia no lo resolvió.

			El 10% más rico de la población, en solitario, gana en un año dos veces lo que logra reunir todo el 40% más pobre. México es uno de los países más desiguales del planeta sin que sus élites económicas y políticas hayan entendido que eso compromete no solo la cohesión social, sino la viabilidad del conjunto del país. México cruza el primer cuarto del siglo xxi con más de 45 millones de personas pobres.

			En las últimas dos décadas y media, 53 millones de mexicanos cumplieron los 18 años, que es la edad de ciudadanía. De ellos, más de una tercera parte no logró cursar el bachillerato, aun cuando ya es un nivel de enseñanza obligatoria; y dos de cada tres no llegan a la educación superior; y cuando se incorporan al mercado de trabajo, más de la mitad no encuentra una ocupación formal. 

			
			El bono demográfico no solo se ha desperdiciado, sino que sus generaciones más importantes han sido marginadas y, también, agredidas por la violencia criminal. Casi una tercera parte de los jóvenes varones de entre 20 y 29 años que pierden la vida lo hacen por violencia intencional. Además, el porcentaje de mujeres jóvenes que pueden morir asesinadas se ha multiplicado por tres durante este siglo.

			Sin acceso a la educación, sin empleo formal, llegando a la edad de ciudadanía por millones y sin expectativas de futuro, los jóvenes mexicanos corren el riesgo de convertirse en un amplísimo ejército delincuencial de reserva para los grupos criminales, que los reclutan y sacrifican sin miramiento ni humanidad alguna ante la indiferencia del Estado que, en este campo, falta a la más elemental de sus responsabilidades.

			Además, la gran ventana de oportunidad del bono demográfico empieza a cerrarse: en 2030 habrá más personas mayores de 65 años que menores de 15, lo cual indica que ya arrancó el envejecimiento de la población, el cual avanzará a ritmo veloz durante las próximas décadas. Otras naciones que han experimentado el envejecimiento, como las europeas, lo hicieron después de construir Estados de bienestar; nuestra sociedad llegará al envejecimiento en la precariedad, la escasez de recursos públicos, sin salud universal y sin un sistema de cuidados. Y la minoría que logre acceder a una pensión contributiva recibirá ingresos insuficientes para, por ejemplo, enfrentar el costo del acceso efectivo a servicios de salud. México ya no será un país de jóvenes, sino de millones de viejos en pobreza. 

			México sigue siendo un vasto territorio caracterizado por una vieja y pobre infraestructura tanto urbana como carretera, poblado de baches y topes, con vías de comunicación inseguras para conducir y transitar por ellas, y carencias en el alumbrado público, el surtido de agua potable y el drenaje, y sin transporte urbano digno y seguro. La suciedad se multiplica aquí y allá, junto con los puestos de comida callejera y los talleres precarios intensivos en fuerza de trabajo pero con poco capital, que se intercalan con casas de usura y tiendas de conveniencia que ofrecen alimentos chatarra. En los municipios más poblados  se multiplican plazas comerciales con bancos, tiendas de electrodomésticos y cadenas de salas de cine en auge ante el consumo masivo, el cual deja enormes ganancias por las compras de millones y millones de familias integradas por trabajadores pobres y precarios. Hubo quien creyó ver en esas plazas comerciales la extensión de la clase media, pero no es así: son los lugares de consumo de la pobreza urbana masiva, compuesta por familias con más integrantes contribuyendo al ingreso, pero que viven entre la inseguridad pública, la precariedad económica, el hartazgo social y la violencia cotidiana.

			Ese México no es el rostro del país desarrollado que el inicio de siglo pudo prometer, sino la cara de un país violento y con un tejido social roto.

			VII. El consenso neoliberal y populista: el abandono del desarrollo

			La paradoja es que, a pesar de la contundente evidencia de que la economía mexicana no despega y no genera suficiente empleo ni bienestar, no se cuestione la política económica. Los gobiernos de partidos del pan, pri y Morena han sido consistentes en mantener intactos los dogmas de manejo económico de corte neoliberal.

			Por «neoliberal» debe entenderse una visión económica inspirada en la escuela neoclásica de economía, que es hegemónica en las universidades y think-tanks del orbe entero, que considera que el mercado por sí mismo puede inducir el crecimiento y sortear sus desequilibrios, es contraria a la regulación e intervención del Estado y tiene escaso o nulo compromiso con la equidad social. Para la escuela neoclásica, la historia económica es irrelevante, y sus postulados son ahistóricos y pretenden tener validez para cumplirse en cualquier lugar y contexto.

			Persiste en México una suerte de consenso neoliberal transversal entre los partidos políticos que empieza con la renuncia a una reforma fiscal orientada a incrementar la recaudación y el gasto. Puede decirse que, desde el punto de vista de un programa político que se identifica como izquierda socialdemócrata, México no tiene una fuerza política relevante de esa inspiración. Del pan a Morena, la visión fiscal es la de los partidos conservadores en el mundo.

			Pero los políticos han aprendido a temer las reacciones de las calificadoras internacionales y rehúyen el déficit y la deuda incluso cuando hay espacio fiscal para ello, como en los años posteriores a la crisis de 2008-2009, cuando las tasas de interés en el mundo cayeron hasta hacer el crédito muy accesible para financiar proyectos de desarrollo. Así que la salida ha sido castigar el gasto y, como ya se decía, la inversión.

			Los programas sociales de combate a la pobreza iniciaron desde el siglo pasado y sus efectos fueron más de contención de la pobreza que de generación de capacidades de desarrollo y de logros en equidad social. Durante los años del gobierno de López Obrador los programas sociales basados en transferencias se expandieron, pero como se hizo dentro de una marcada escasez de ingresos tributarios, ello implicó castigar partidas de gasto social vinculadas directamente con los derechos fundamentales y con las posibilidades de desarrollo: se estancó o recortó el gasto en educación, en salud, en vivienda y en medio ambiente. Las transferencias directas tienen escaso efecto sobre la reducción de la desigualdad, su contribución a la disminución de la pobreza es menor y se hacen a costa de lesionar el acceso a bienes y servicios públicos de calidad. En vez de pensar en un sistema educativo o de salud que dé paso a una ciudadanía que ejerce sus derechos y cumple con sus obligaciones, se apuesta por una política de reparto de efectivo con fines primeramente electorales. Importa ganar elecciones, no cambiar de forma estructural las condiciones de vida de la gente. Se trata de un populismo neoliberal.

			Bien vistas las cosas, tanto el neoliberalismo más ortodoxo como el populismo neoliberal se encuentran satisfechos como una economía de bajo dinamismo, escasa recaudación y pobres niveles de gasto e inversión públicos. A los primeros les bastaba con el reconocimiento de las calificadoras internacionales; a los segundos, con ganar elecciones. Ninguno tuvo un compromiso con el desarrollo económico ni con incrementar, en lo sustantivo, el bienestar social del país.

			Además, se construyó una leyenda negra que llevó al abandono, por completo, de la política industrial y de fomento productivo a lo largo de este siglo. También fue pasando al olvido y perdiendo importancia la banca de desarrollo.

			En política monetaria, el consenso no solo fue en favor de la autonomía del Banco de México, que debe preservarse, sino que ningún partido político ha propuesto revisar siquiera el mandato único del banco central. La política monetaria no se discute, no se cuestiona, quizá tampoco se entienda desde el campo político. Tan es así que, cuando la moneda se sobrevalúa y el dólar se abarata, hay un consenso en aplaudir el «superpeso», sin entender el daño que ello les ocasiona a las exportaciones, a los sectores modernos de la producción o a las remesas que envían los connacionales.

			Durante muchos años, el consenso neoliberal impulsó la contención salarial para así, supuestamente, mejorar la competitividad de la economía. El resultado fue la pobreza de los trabajadores, la persistencia de la desigualdad, y el castigo al consumo y a la demanda agregada, con efecto directo sobre el bajo crecimiento del producto. 

			El único giro importante ha sido en política salarial, cuando el salario mínimo se empezó a recuperar a partir de 2016 y, de manera significativa, desde 2019. Sin embargo, existen resistencias para reconocer que se ha tratado de una política venturosa por sus efectos significativos, aunque aún insuficientes en reducción de la pobreza, en mejoría de la masa salarial y en disminución de la desigualdad. El papel del Banco de México, que en su momento alertó contra una política explícita de recuperación del salario mínimo, y señaló riesgos de extensión del desempleo,  la informalidad y la inflación —que no ocurrieron—, da cuenta de cómo el dogma ideológico puede nublar la comprensión económica incluso en instituciones tan serias como el banco central.

			En este escenario de inversión reducida, con políticas fiscales y monetarias que desestimularon el dinamismo económico, la productividad también se estancó. Así que el poco crecimiento experimentado por la economía se debió, sobre todo, a la expansión de la fuerza de trabajo. México vivió un favorable choque de oferta laboral que provocó el escaso avance registrado en la producción en lo que va del siglo.

			El mal desempeño macroeconómico del país se debe, en lo fundamental, a las políticas macroeconómicas seguidas. Guiados por la estrella polar de la economía ortodoxa, los responsables de conducir la política económica de México fueron incapaces de  ofrecer buenos resultados en términos de crecimiento, pero, en especial, se mostraron del todo insensibles a las condiciones de vida de la mayoría de la población. Esa irresponsabilidad social es, a la vez, irresponsabilidad política. Con su cerrazón, y su desprecio a los indicadores de pobreza y bienestar, quienes condujeron la política fiscal y monetaria de México contribuyeron a perder el bono demográfico, pero también ayudaron, aun sin saberlo, al deterioro del aprecio por la democracia y al avance de un discurso populista y autoritario que acabó por derruir la mejor obra de la sociedad mexicana de las últimas décadas: la edificación de una democracia constitucional.

			El populismo es ese fenómeno político en el cual se llega al poder por elecciones libres denunciando la corrupción de las élites y apelando al descontento social. Una vez en el poder, el líder le habla al pueblo, al cual ve como una masa uniforme de la que excluye a quien no le sigue con obediencia como gobernante. El populismo ataca y destruye a las instituciones de intermediación con la sociedad, concentra el poder, fractura la división de poderes y busca asfixiar a la disidencia —llámese prensa libre, o pensamiento crítico originado en la vida intelectual, las universidades o la sociedad civil—. El populismo es una suerte de enfermedad autoinmune de la democracia, que se genera en su interior hasta desfigurarla.

			Por ello, salir del populismo no quiere decir regresar al punto de partida previo, pues, como ha insistido Nadia Urbinati  —politóloga italiana, profesora de la Universidad de Columbia en Nueva York y autora del importante libro Yo, el pueblo. Cómo el populismo transforma la democracia—, ese punto de partida es precisamente el que prohijó al populismo. Hacerse cargo de la cuestión social y de la equidad es condición indispensable para que la democracia no sea arrasada por los mesías autoritarios que se multiplican en el mundo y que México también padece.

			Uno de nuestros estudiosos más serios sobre el tema de la cuestión social, Rolando Cordera —profesor emérito de la Facultad de Economía de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), quien, junto con Carlos Tello, publicó un libro que puede considerarse un clásico de la economía política mexicana, La disputa por la nación: perspectivas y opciones del desarrollo— explica, con rigor y precisión, cómo el desprecio a las adversidades económicas que padecen las mayorías termina por impactar en la mala calidad de la democracia mexicana. En sus palabras: 

			La omisión en el discurso político de nuestra grave realidad económica, del mal crecimiento y su pésima distribución; el verlos convertidos en lacras endémicas por una estrategia de negación y cultura de la satisfacción; al acostumbrarse al apoltronamiento de unas élites alejadas de sus responsabilidades constitucionales, así como la pérdida del esfuerzo reflexivo como componente esencial de la política democrática: aquí es donde se encuentra el huevo de la serpiente (Cordera, 2023: 75-76).

			Otro de los estudiosos fundamentales del cambio político en México, José Woldenberg —profesor universitario que fue el primer presidente de la autoridad electoral autónoma del gobierno, el Instituto Federal Electoral, entre 1996 y 2003—, ha insistido también en la dimensión social como una de las debilidades mayúsculas de la democracia: 

			
			El fortalecimiento de nuestra incipiente democracia pasa hoy por la necesidad de construir un contexto socioeconómico que la sostenga. La promesa de igualdad que pone en acto la democracia requiere expandirse hasta construir una sociedad en la cual los derechos —de manera subrayada los sociales— sean ejercidos y no solo proclamados. Una sociedad donde las desigualdades no sean lo abismales que hoy son, una convivencia que permita un «nosotros» incluyente, una economía en crecimiento que reparta sus frutos de manera equilibrada, serán, quizá, los mejores soportes para una reproducción medianamente armónica no solo de la democracia, sino de toda la vida social (Woldenberg, 2019: 55-56).

			De esta manera, la mayor competencia electoral, el poder compartido y la alternancia en el mismo, y la existencia de un sistema plural de partidos, no significaron una transformación sustantiva de la faz del país en sus aspectos estructurales de distribución del ingreso, ni dieron lugar a una clara estrategia de reducción de la pobreza masiva o, tan siquiera, a un cambio sustantivo en los criterios de política económica, como se verá en la tercera parte del libro. Sin duda, en materia de resultados tangibles para buena parte o la gran mayoría de la población, la democracia mexicana de las primeras décadas del siglo xxi es deficitaria.

			La equidad social es la tierra fértil para las raíces de toda democracia. Así como la seguridad interior es la base de la seguridad de los Estados, la seguridad social es el cimiento de la seguridad de las democracias. En México la precariedad social del grueso de la población se convirtió en la fragilidad del sustento ciudadano de la democracia.

			Es preciso reconocer que el fracaso económico de las últimas décadas es responsabilidad directa de los economistas que condujeron la política fiscal y monetaria. Es tiempo de dejar de mirar hacia otro lado. Y también es hora de explorar, como se ha insistido desde la unam, un nuevo curso de desarrollo.

			VIII. La destrucción democrática por el populismo autoritario

			En 2018 se dio una nueva alternancia política, un vuelco alrededor de una coalición electoral que insistió, con razón discursiva, que «por el bien de todos, primero los pobres». Pero ese gobierno no encabezó una agenda de transformación social y redistributiva a partir de los instrumentos indispensables de los cuales dispone el Estado —de nuevo, una recaudación que gravara más a los más ricos, y que incrementara el gasto para asegurar el acceso a bienes y servicios públicos de calidad—, sino que el tronco grueso de ese árbol gubernamental fue la concentración de poder, la destrucción de instituciones y la erosión de la democracia. 

			En 2024, Morena y sus aliados se hicieron de nuevo con la victoria, alcanzando la mayoría simple de los votos al Congreso. Pero la cooptación desde el poder de las autoridades electorales permitió una sobrerrepresentación legislativa inconstitucional a partir de la cual, en el segundo semestre de 2024, y con una mayoría calificada artificial, se llevó a cabo una operación de destrucción de los avances democráticos de México, que puede resumirse en las siguientes reformas constitucionales.

			
					
La reforma al Poder Judicial. Se aprobó la elección popular de todos los jueces, magistrados y ministros. Se sustituye la meritocracia y la preparación requeridas para ocupar tan delicadas encomiendas por la popularidad de los juzgadores. Como ahora la mayoría electoral es la que define cada cargo, y dicha mayoría la detenta el gobierno, son nombrados juzgadores quienes cuentan con la simpatía del poder político. La votación para elegir popularmente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a un nuevo Tribunal de Disciplina Judicial, a los integrantes del Tribunal Electoral y a ocho centenas de juzgadores y magistraturas se llevó a cabo con múltiples deficiencias y ante la indiferencia mayoritaria de la ciudadanía: el 1° de junio de 2025 solo acudió a votar el 13% del listado nominal de electores. Así se consumó la eliminación de un Poder Judicial independiente que pueda contradecir, frenar o enmendar decisiones gubernamentales. Un severo daño a la división de poderes, un abierto paso al autoritarismo.

					
Impedir la revisión jurisdiccional de las reformas constitucionales. Se votó la mal llamada reforma de la supremacía constitucional, la cual implicó que todo cambio aprobado a la Carta Magna no pueda ser impugnado ni revisado por la Corte aun en caso de afectar derechos humanos. En realidad, es la supremacía de la mayoría, que recuerda a Alexis de Tocqueville —pensador y jurista francés que escribió, en la primera mitad del siglo xix, la célebre obra La democracia en América— cuando advertía, precisamente, de la tiranía de la mayoría. Se anulan los derechos de las minorías, cosa propia de las autocracias.

					
Desaparición de los órganos autónomos garantes de derechos. Se ordenó la extinción de órganos autónomos encargados, entre otras cosas, de garantizar el acceso a la información pública, la protección de datos y los derechos de las audiencias. Esas tareas vuelven a caer en la órbita del Ejecutivo. Se concentra el poder y se eliminan órganos de control. El poder sin límites no es democrático.

					
Extensión de la militarización en la seguridad pública y en la procuración de justicia. La Guardia Nacional ya está adscrita al Ejército y no a un mando civil; puede hacer labores de ministerio público y las Fuerzas Armadas no acotarán sus actividades al fuero militar incluso en tiempos de paz. Que la vida de la sociedad se tiña de verde olivo no augura buenos tiempos para los derechos cívicos.

					
Ampliación del uso de la prisión oficiosa. La Corte Interamericana de Derechos Humanos se había pronunciado contra el uso de la prisión oficiosa en México por ser contraria a los derechos fundamentales. En vez de rectificar tal exceso, se profundizó y el Diario Oficial de la Federación cerró 2024 con el decreto por el que se multiplican las causas por las que las personas irán a prisión sin haber sido condenadas. El tufo amenazante de la persecución política empaña el porvenir.

			

			El fondo de las cinco reformas es inequívocamente autoritario; cada una es un daño severo al ecosistema democrático. También la forma fue abusiva: las reformas constitucionales se aprobaron con una mayoría calificada ilegal y artificial, que no surgió de las urnas. El oficialismo tuvo, en 2024, 11 de cada 20 votos (54.7%) al Congreso, pero el ine y el Tribunal Electoral le concedieron casi tres cuartas partes de la Cámara de Diputados, distorsionando la voluntad popular.

			Con esas reformas feneció la joven democracia constitucional en México. Se apagó todo signo vital de contrapeso al poder desde las instituciones formales. Falta solo una reforma para culminar con la destrucción, la que puede significar el último clavo al ataúd para que la democracia no pueda siquiera renacer por décadas: la reforma electoral para acabar con la representación proporcional en el Congreso y ahogar la presencia de las minorías en el parlamento.
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